
Abstract
This article analyzes the role played by the 
three times president of the republic, Ricardo 
Jiménez Oreamuno, in the reform of the 
Costa Rica’s electoral system. This process, 
fundamental in reinforcing the position of 
the electorate as opposed to the parties and 
the authorities of government, contributed to 
the democratization of Costa Rican politics 
between 1900 and 1940.

Resumo
Neste artigo analisa-se o papel do três vezes 
presidente da republica Ricardo Jimenez 
Oreamuno quando movimentou a reforma 
do sistema eleitoral de Costa Rica. Este 
processo, fundamental para reforçar a posição 
do eleitor frente aos partidos e às autoridades 
de governo, concorreu para democratizar 
a política deste pais nas primeiras quatro 
décadas do século XX.
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Resumen
En este artículo, se analiza el papel jugado 
por el tres veces Presidente de la República, 
Ricardo Jiménez Oreamuno, en el impulso 
de  la reforma del sistema electoral de Costa 
Rica. Este proceso, fundamental para reforzar 
la posición del electorado frente a los partidos 
y a las autoridades de gobierno, contribuyó a 
democratizar la política costarricense en las 
primeras cuatro décadas del siglo XX.
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Introducción

En la Costa Rica actual, existe la extendida creencia 
de que, antes de la guerra civil de 1948 –ganada 
por José Figueres, el fundador del Partido Libe-
ración Nacional–, las contiendas electorales eran 
esencialmente corruptas y estaban dominadas por 
el fraude. Según este punto de vista, fue sólo con 
la creación del Tribunal Supremo de Elecciones, 
dispuesto en la Constitución de 1949, como las 
prácticas fraudulentas desaparecieron y en el país 
se consolidó una democracia política. Tal enfo-
que tiene el grave problema de que pasa por alto 
el hecho de que las denuncias de fraude persistie-
ron durante la década de 1950; igualmente, esa 
perspectiva deja de lado las reformas electorales 
efectuadas en la primera mitad del siglo XX, de 
las cuales las más importantes fueron lideradas 
por el tres veces Presidente de la República, Ri-
cardo Jiménez Oreamuno (1859-1944).1

El dominio de la política y la cultura costarricense 
por parte del Partido Liberación Nacional, entre 
1951 (año de su fundación) y 1978, contribuyó 
en mucho a que las reformas electorales efectua-
das antes de 1948, en caso de ser mencionadas, 
lo fueran brevemente y se les conceptuara, en lo 
esencial, como antecedentes del Tribunal Supre-
mo de Elecciones. Frente a ese olvido, el presen-
te artículo se propone analizar el papel que jugó 
Jiménez en el impulso de cambios en la legisla-
ción electoral, ya fuera como diputado o en con-
dición de Presidente de la República durante sus 
tres administraciones: 1910-1914, 1924-1928 y 
1932-1936. Tales modificaciones, fundamenta-
les para reforzar la posición del electorado frente 
a los partidos y las autoridades de gobierno, ju-
garon un papel decisivo en la democratización 
de la política costarricense de la primera mitad 
del siglo XX.2

1 Iván Molina Jiménez, Demoperfectocracia.	 La	 democracia	 pre-

reformada	en	Costa	Rica,	1885-1948 (Heredia: Editorial Universi-

dad Nacional, 2005) 21-27 y 423-433; Alfonso González,  Mujeres	

y	hombres	de	 la	posguerra	costarricense,	1950-1960 (San José: 

Editorial de la Universidad de costa Rica, 2005) 6-14.

2 Para un análisis detallado de cómo esas reformas afectaron las 

prácticas fraudulentas, véase Fabrice Lehoucq e Iván Molina, Stu-

ffing	the	Ballot	Box.	Fraud,	Electoral	Reform,	and	Democratization	

in	Costa	Rica (New York: cambridge University Press, 2002) 232-

241.

Ricardo Jiménez Oreamuno. Hacia 1910. Archivo Na-

cional de costa Rica.

I. De la Cartilla de 
instrucción al proyecto de 1905

Son desconocidas las razones que llevaron a Jimé-
nez a convertirse en el impulsor principal de la 
reforma del sistema electoral costarricense. Cu-
riosamente, su tesis de licenciatura en leyes, de-
fendida en 1884, versó sobre la cuestión penal,3 
y hasta donde se sabe, no publicó folleto alguno 
acerca de la reforma electoral. De acuerdo con 
la información disponible, su interés en el tema 
parece haber surgido durante la elaboración de 
una Cartilla de instrucción cívica, en la que de-
dicó varios puntos al examen del sufragio y de 
los comicios.4 Es verosímil, también, que su pre-

3 Ricardo Jiménez,  Ricardo	Jiménez	Oreamuno	“su	pensamiento”. 

Disertación leída por el Sr. don Ricardo Jiménez, en el acto de dar 

principio su examen público para recibir el título de abogado, ed. 

Eugenio Rodríguez. (San José: Editorial costa Rica, 1980) 11-19. 

La preocupación de Jiménez por lo penal se examina en: Steven 

Palmer, “confinement, Policing, and the Emegence of Social Policy 

in costa Rica, 1880-1935”, The	Birth	of	the	Penitentiary	 in	Latin	

America:	Essays	on	Criminology,	Prison	Reform,	and	Social	Con-

trol,	1830-1940, Ricardo Salvatore y carlos Aguirre (Austin: Uni-

versity of Texas Press, 1996) 224-253.

4 Ricardo Jiménez Oreamuno, Curso	de	instrucción	cívica	para	uso	

de	 las	 escuelas	 de	 Costa	 Rica (San José: Tipografía Nacional, 

1888).
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ocupación por lo electoral fuera consolidada por 
haber vivido, entre 1889 y 1902, la transición que 
condujo a Costa Rica de un régimen autoritario 
a una democracia afectada por prácticas frau-
dulentas que, aunque no siempre eran decisivas 
en cuanto a definir el resultado de los comicios, 
tendían a deslegitimar las vías institucionales 
establecidas para acceder al Poder Ejecutivo, al 
Congreso y a las municipalidades.5

Un factor adicional pudo haber contribuido a la 
inquietud de Jiménez por ese tipo de reforma. 
Costa Rica tuvo su primera ley específica de 
elecciones en 1862, la cual –tras ser ampliada y 
corregida en 1863 e introducírsele otros cam-
bios posteriores– estuvo vigente hasta la década 
de 1880. En julio de 1889, unos meses antes de 
los comicios de ese año, el gobierno de Bernar-
do Soto dictó una nueva ley, que fue sustituida 
por la de 1893,6 aunque esta última no supuso 
modificaciones significativas.7 A medida que se 
desarrolló la competencia entre los partidos, ta-
les organizaciones empezaron a manifestar inte-
rés por modificar la legislación electoral. Dichas 
iniciativas supusieron un cambio importante ya 
que, antes de 1889, la reforma de las leyes elec-
torales fue liderada por el Poder Ejecutivo, que 
tenía a su cargo la organización de todo el pro-
ceso electoral y la designación de las autoridades 
correspondientes que integrarían las juntas elec-
torales de provincia, cantón y distrito.

En 1890, el diputado Félix Arcadio Montero, del 
Partido Independiente Demócrata, propuso es-
tablecer el voto directo; pero su proyecto fue re-
chazado (entre 1847 y 1913, el sistema electoral 
costarricense fue de dos vueltas: en la primera, 
los ciudadanos votaban por electores, y en la se-
gunda, los electores, reunidos en asambleas pro-
vinciales y cantonales, escogían al presidente, los 
diputados y los munícipes). En 1901, el Partido 
Republicano planteó que era necesario evitar que 
el Poder Ejecutivo interviniera en la designación 
de los miembros de las juntas electorales, per-
mitir a los partidos nombrar fiscales para que 
supervisaran lo actuado por las juntas y eliminar 

5 Molina “Demoperfectocracia…” 31-104.

6 Nelson chacón Pacheco, Reseña	 de	 nuestras	 leyes	 electorales 

(San José: LIL, 1975) 15-141.

7 Orlando Salazar, “El sistema electoral costarricense: un análisis del 

período 1889-1919”. Avances	del	Centro	de	Investigaciones	His-

tóricas, 20 (1986): 1.

la posibilidad de que los militares votaran en for-
mación, liderados por sus oficiales. De nuevo, sin 
embargo, tal proyecto fue desechado. En 1903, 
un diputado del Republicano, Albino Villalobos, 
propuso que la designación de los miembros de 
las juntas electorales fuera realizada por las mu-
nicipalidades de las circunscripciones respecti-
vas, y que todos los partidos estuvieran represen-
tados en esas juntas. Villalobos abogó, además, 
porque los partidos pudieran nombrar fiscales y 
acreditarlos en las juntas electorales de distrito al 
momento de efectuar el escrutinio. Como era de 
esperarse, tales cambios no fueron acogidos por 
el Congreso.8

Fue en estas circunstancias, cuando existían ya fuer-
zas políticas a favor de la reforma electoral, que 
Jiménez presentó al Congreso, el 10 de mayo de 
1905, su propio proyecto reformista. En parte, el 
proyecto de Jiménez recuperaba las inquietudes 
planteadas por quienes le precedieron y, en parte, 
iba más allá de ellas. En cuanto a los comicios 
de primer grado, su propuesta eliminaba la atri-
bución del Poder Ejecutivo para nombrar a los 
integrantes de las juntas electorales provinciales 
y establecía que tales órganos estarían compuestos 
por los presidentes de las municipalidades de cada 
provincia. Dichas juntas, además, nombrarían a 
las de cantón y distrito (con lo cual las cantonales 
perdían el derecho de nombrar a las distritales). 
Por si esto fuera poco, el proyecto de Jiménez 
reducía el número de días de votación de tres a 
uno, obligaba a los soldados a vestir de civil para 
ir a votar, establecía el voto secreto para los ciuda-
danos alfabetizados y disponía que, en adelante, 
serían las juntas cantonales –no los partidos– las 
encargadas de suministrar las papeletas de vota-
ción a los ciudadanos. Asimismo, la propuesta de 
Jiménez indicaba que los partidos podrían tener 
fiscales en todas las mesas de votación.9

Con respecto a los votaciones de segundo grado, 
Jiménez eliminó la atribución que tenían los go-
bernadores de provincia de presidir las asambleas 
electorales provinciales, y la de los jefes políticos 
de presidir las cantonales (ambos funcionarios 
eran nombrados por el Poder Ejecutivo). Ade-

8 Salazar, “El sistema…” 15-16.

9 Ricardo Jiménez Oreamuno, “Ley de elecciones”. La	 Gaceta, 12 

de mayo de 1905: 452-456. Es necesario explorar, a futuro, las 

razones aducidas por los opositores de este proyecto.
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más, propuso que el voto de los electores fuera 
secreto.10 Aunque Jiménez no planteó cambios 
significativos en relación con las causales de nuli-
dad de elecciones y las sanciones estipuladas para 
quienes infringieran la ley electoral, sí defendió 
un cambio novedoso: que fuera la Corte Supre-
ma de Justicia la que conociera las demandas de 
nulidad contra los comicios de primero o de se-
gundo grado (en este último caso, sólo los de ca-
rácter municipal). Únicamente el Congreso, sin 
embargo, podría pronunciarse sobre la validez de 
las elecciones diputadiles o presidenciales.

Indudablemente, la principal diferencia entre el pro-
yecto de Jiménez y las propuestas que le precedie-
ron consistió en que estas últimas procuraban, en 
lo esencial, reforzar la posición de los partidos 
frente al Poder Ejecutivo. En cambio, la de Ji-
ménez, aparte de orientarse en este último sen-
tido, trataba también de fortalecer la posición de 
los votantes y electores frente a los partidos (tal 
propósito explica el énfasis en el voto secreto 
para unos y otros). Aunque el requisito de estar 
alfabetizado para poder tener acceso al voto se-
creto podría parecer socialmente restrictivo, no 
lo era tanto, ya que para la primera década del 
siglo XX, como mínimo, entre un 50 y un 60 por 
ciento de los varones adultos podía cumplir con 
esa exigencia (alrededor de un 80 por ciento de 
los varones urbanos y de un 40 por ciento de los 
rurales).11

Cabe destacar también que el proyecto de Jiménez 
apostaba a que el balance de fuerzas políticas a 
nivel local, que suponía la integración de las jun-
tas de provincia por los presidentes municipales, 
contribuiría a que las elecciones fueran más com-
petitivas. En tales circunstancias, que los parti-
dos pudieran acreditar fiscales ante las mesas de 
votación contribuiría decisivamente a la super-
visión mutua. Por último, encargarle a la Corte 
Suprema de Justicia la revisión de las demandas 
de nulidad parecía ser la mejor opción para des-
politizar procesos que eran, en esencia, judiciales 

10 Jiménez “Ley…” 453. Joaquín Vargas coto afirma que desde 1888 

Jiménez estaba a favor del voto directo, pero el proyecto de 1905 

no avala tal aseveración. Joaquín Vargas coto, Crónicas	de	la	épo-

ca	y	vida	de	don	Ricardo (San José: Editorial costa Rica, 1986) 

263.

11 Iván Molina Jiménez y Steven Palmer, “Popular Literacy in a Tro-

pical Democracy: costa Rica 1850-1950”. Past	and	Present, 184 

(2004): 183. El cálculo se basa en los datos del censo de 1892.

y garantizar sentencias imparciales y apegadas a 
derecho.

Aunque la propuesta de Jiménez fue rechazada,12 
uno de sus planteamientos fue incorporado par-
cialmente a corto plazo. A partir de agosto de 
1905, la Sala de Casación tuvo la atribución para 
resolver las demandas de nulidad de las elec-
ciones de primer grado y de las municipales de 
segundo grado. En las causas promovidas con-
tra los comicios diputadiles y presidenciales, en 
cambio, se mantenía la disposición de que serían 
conocidas exclusivamente por el Congreso. A 
esta reforma, pronto se unirían otras, un proceso 
que fue estimulado por el escandaloso fraude de 
1906, cuando el gobierno de Ascensión Esquivel 
procedió contra los electores de segundo grado 
de la oposición para asegurar el triunfo del can-
didato oficial, Cleto González Víquez.13

II. Las reformas de 1907-1909

Decidido a que ningún otro candidato llegara a la 
presidencia por la vía en que él lo hizo, y pre-
sionado por amenazas de insurrección, Gonzá-
lez Víquez presentó en 1907 una propuesta de 
reforma electoral cuyo estudio por el Congreso 
se prolongó hasta 1909. Los principales cambios 
que resultaron de los debates diputadiles eran si-
milares a algunos de los planteados por Jiménez, 
y consistieron en lo siguiente: primero, se otorgó 
a los partidos el derecho a nombrar un fiscal en 
todas las mesas de votación; segundo, se eliminó 
la atribución de los gobernadores y jefes políticos 
para presidir las asambleas electorales de provin-
cia y de cantón; tercero, se confirió inmunidad a 
los electores de segundo grado. Además, se con-
firmó la atribución dada a la Sala de Casación en 
1905 para conocer ciertas demandas de nulidad; 
y cuarto, se redujo la votación a dos días.14

De los cambios precedentes, el que más preocupó 
a algunos políticos fue la inmunidad dada a los 
electores de segundo grado, cuyo nombramiento 
duraba cuatro años, por lo que, tras la elección 

12 Salazar  “El sistema…” 16.

13 Orlando Salazar, El	apogeo	de	la	república	liberal	en	Costa	Rica	

1870-1914 (San José: Editorial de la Universidad de costa Rica, 

1990) 183-190 y 211-222.

14 Lehoucq y Molina 56; chacón Pacheco 153-163. Falta un estudio 

acerca de cuál fue el papel jugado por Jiménez en las reformas de 

los años 1907-1909.
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presidencial, eran quienes escogían, dos años 
después, a los diputados con que se renovaba la 
mitad del Congreso, y año a año, a los regidores 
de las municipalidades. Desde finales del siglo 
XIX, además, el aumento en la alfabetización 
popular y el crecimiento económico, al permitir 
que más varones costarricenses adultos pudieran 
satisfacer los requisitos exigidos para ser elector 
(saber leer y escribir y poseer una propiedad va-
lorada en 500 pesos o tener una renta anual de 
200 pesos) ampliaron la base social de los elec-
tores. Por tal razón, para inicios del siglo XX, 
entre los electores predominaban los pequeños y 
medianos agricultores, artesanos y comerciantes 
y quienes trabajaban por cuenta propia. Fuera 
de las ciudades principales, el mayor acceso a la 
condición de elector consolidó la influencia polí-
tica de las jerarquías de poder locales.15

Aunque el propósito de la inmunidad era evitar que, 
a futuro, los electores fueran víctimas de persecu-
ciones como la ocurrida en 1906, la medida indi-
cada jugó a favor de aumentar el peso político de 
sectores que, gracias a su condición económica 
y social, gozaban ya de un margen importante 
de independencia. A raíz de estas características, 
se comprende mejor la inquietud de las dirigen-
cias políticas nacionales, puesto que no era fácil 
“garantizar” el comportamiento político de los 
electores (hubo casos de electores que votaron en 
contra de lo dispuesto por esas dirigencias). Tal 
fue, por tanto, el trasfondo de la aprobación del 
voto directo en 1913.

III. El voto directo

Según el politólogo Samuel Stone, en 1909 Ricardo 
Jiménez “decidió buscar el apoyo de la población 
rural, lo que hizo a través del líder denominado 
gamonal” (pequeño o mediano productor agrí-
cola) al cual le prometió reformar el sistema mu-
nicipal con el fin de que ampliara su ingerencia 
“en la gestión de los asuntos políticos locales”. 
Hasta 1909, según Stone, “las campañas electo-
rales se habían llevado a cabo fundamentalmente 
en las grandes ciudades, sin la participación de 
habitantes de zonas rurales”.16 Gracias a la infor-

15 Molina “Demoperfectocracia…” 69-86.

16 Samuel Stone, La	dinastía	de	los	conquistadores.	La	crisis	del	po-

der	en	la	Costa	Rica	contemporánea, 3ª. ed. (San José: Editorial 

mación ahora disponible, se puede corregir sig-
nificativamente la interpretación de Stone. Por 
un lado, es evidente que desde mucho antes de 
1909 había habido una participación mayoritaria 
de la población rural en los procesos electorales, 
y que el apoyo de las jerarquías agrarias locales 
–de las cuales formaban parte los gamonales– era 
esencial para triunfar en las elecciones de primer 
grado.17

Por otro lado, desde fines del siglo XIX, uno de los 
principales intereses políticos de esas jerarquías 
era la creación de nuevos cantones, un proce-
so que les permitiría consolidar su poder local. 
Hasta 1901 Costa Rica se dividía en 32 canto-
nes, el último de los cuales, Limón, había sido 
creado en 1892. Entre 1901 y 1909 se crearon 9 
cantones más y otros cinco durante 1910-1911, 
los dos primeros años de la administración pre-
sidencial de Ricardo Jiménez.18 De esta manera, 
la reforma político-administrativa que consoli-
daba el poder de las cúpulas locales agrarias no 
fue iniciada por este último. En vez de ser quien 
le abriera la puerta de la política nacional a esas 
cúpulas, como lo afirma Stone, Jiménez estaba 
profundamente preocupado por la influencia que 
tales grupos tenían, mediante su participación 
como electores de segundo grado, en la política 
nacional. No sorprende, por tanto, que Jiménez 
fuera el principal impulsor del voto directo, un 
cambio ausente en su propuesta de 1905. En el 
discurso con que inauguró su primera adminis-
tración, pronunciado en mayo de 1910, Jiménez 
señaló:

las asambleas electorales son una institución anticuada… los 

electores de segundo grado [pueden] disponer a su arbitrio de 

su voto; y esa posibilidad puede ser causa… de que entre las 

elecciones de primer grado y las de segundo, se pongan en jue-

go intrigas que sirvan para burlar el veredicto popular, o de 

que cuando menos, se mantenga, por varios meses, una nociva 

Universitaria centroamericana, 1982) 222; véase además: carlos 

Ramírez Mata “Ricardo Jiménez Oreamuno y su influencia en el 

sistema político costarricense” (Tesis	de	Licenciatura, Universidad 

de costa Rica. ciencias Políticas, 1973) 131-133, 234-236 y 240.

17 Una crítica similar del punto de vista de Stone fue iniciada (aunque 

no concluida) por Mario Samper, “Fuerzas sociopolíticas y proce-

sos electorales en costa Rica”. Revista	 de	 Historia, Nº. Especial 

(1988):165-166.

18 Hermógenes Hernández, Costa	Rica:	evolución	territorial	y	princi-

pales	censos	de	población	1502-1984 (San José: Editorial Univer-

sidad Estatal a Distancia, 1985) 173.
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intranquilidad pública, por la incertidumbre en que se viva 

acerca de si privarán o no las maquinaciones urdidas… todo 

dependerá del arbitrio de los electores de segundo grado; y como 

el cargo de éstos dura cuatro años, puede también suceder que 

elecciones hechas después del primer año estén por completo di-

vorciadas de la opinión pública, por haber surgido cuestiones 

que no pudieron ser tenidas en cuenta por el pueblo al hacer la 

designación de electores… .19

La influencia de las jerarquías de poder locales, sin 
embargo, no fue eliminada con la aprobación del 
voto directo, sino transformada, ya que la res-
puesta de esos grupos fue organizar partidos de 
base cantonal o provincial, mediante los cuales 
podían alcanzar puestos municipales o diputadi-
les.20 La reforma electoral de 1913, además de 
eliminar el sistema de dos vueltas, proponía esta-
blecer el voto secreto para los alfabetos, pero esta 
modificación, que hubiera limitado significativa-
mente el control que los partidos tenían sobre el 
electorado, no fue aprobada por el Congreso. Los 
diputados que respaldaban tal medida afirmaban 
que era la única forma de proteger a los votantes 
populares de la presión de sus patronos y de las 
autoridades. Los adversarios de tal cambio insis-
tieron en que el sufragio secreto era innecesario 
en un país donde cada quien conocía las prefe-
rencias políticas de su vecino; plantearon, ade-
más, que votar en secreto era una práctica poco 
viril y potencialmente inmoral; y finalmente, se-
ñalaron que el sufragio secreto privaría a muchos 
analfabetos de sus derechos, ya que fácilmente 
podrían ser engañados por personas inescrupu-
losas nombradas como miembros de las juntas 
electorales.21

El principal motivo por el cual el voto secreto fue 
rechazado obedeció, no obstante, a que habría 
incrementado, aún más, los márgenes de in-
certidumbre para los comicios presidenciales 
de 1913, en los cuales se pondría en vigencia el 
voto directo. Para los partidos, esta última mo-
dificación ya suponía un riesgo considerable, y 
no deseaban aumentarlo más de la cuenta. En 
este sentido, vale la pena resaltar que en un Con-
greso dominado por diputados del Republicano 

19 carlos  Meléndez, comp. Mensajes	presidenciales, IV (San José: 

Academia de Geografía e Historia, 1983) 130-131.

20 Molina “Demoperfectocracia…” 245-265.

21 Lehoucq y Molina 73-75.

(39 de 43 legisladores), tal grupo se dividió entre 
los partidarios del presidente Jiménez y los de 
Máximo Fernández, quien sería el próximo can-
didato presidencial de esa organización. El 77, 3 
por ciento de los diputados jimenistas apoyaron 
el voto secreto, y el 70,6 por ciento de los fernan-
distas lo rechazaron.22 De esta forma, el ala del 
Republicano más preocupada por lo social fue la 
responsable de derrotar un cambio institucional 
que hubiera jugado a favor de la independencia 
de los votantes de extracción popular.

Junto con el sufragio directo, los legisladores apro-
baron otros tres cambios fundamentales: esta-
blecieron elecciones directas cada dos años para 
renovar completamente las municipalidades y, 
por mitad, el Congreso (llamadas de medio pe-
ríodo); redujeron la votación a un día y elimina-
ron la competencia que desde 1905 se le había 
dado a la Sala de Casación para conocer algunas 
demandas de nulidad de elecciones. Tal atribu-
ción, cuyo propósito original había sido asegurar 
la imparcialidad de los veredictos, pronto llevó 
a graves conflictos institucionales entre el Poder 
Ejecutivo, el Legislativo y el Judicial.23 En vista 
de lo expuesto, la ley electoral de 1913 estableció 
que la única instancia competente para examinar 
las demandas de nulidad contra las elecciones 
diputadiles y presidenciales era el Congreso (las 
elevadas contra los comicios municipales eran 
conocidas por las juntas electorales cantonales en 
primera instancia y por las provinciales, en se-
gunda instancia).

Profundo fue el impacto de la reforma de 1913 so-
bre la competencia electoral. Los partidos, que 
antes de ese año confiaban en sus candidatos a 
electores de segundo grado para movilizar a los 
votantes en los comicios de primer grado, ahora 
tuvieron que estructurar una organización míni-
ma a nivel nacional para competir lo más eficien-
temente posible. La urgencia de hacerlo así fue 
incrementada porque, a partir de la reforma, el 
resultado de la elección se jugaría en un solo día. 
Tales estímulos, que operaron a favor del desa-
rrollo institucional de los partidos, condujeron a 
un aumento constante en el costo de las campa-

22 Lehoucq y Molina 75-76. Los partidarios del voto secreto tenían 

mayoría simple, pero para aprobar tal reforma se necesitaba el 

voto de dos tercios de los diputados.

23 Lehoucq y Molina 57-58.
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ñas electorales. El electorado, a su vez, respondió 
de manera diferenciada a la nueva situación:  una 
mayor asistencia a las urnas en los comicios ge-
nerales (cuando coincidían las votaciones presi-
denciales, diputadiles y municipales) y una baja 
participación en los de medio período.24

Durante la primera presidencia de Jiménez, se 
aprobó otro cambio institucional fundamental, 
que contribuyó a la democratización de la políti-
ca costarricense. La Constitución de 1871 había 
establecido un organismo legislativo denomi-
nado la Comisión Permanente, compuesta por 
cinco diputados, que permanecía activa durante 
los nueve meses del año que duraba en receso 
el Congreso y estaba facultada para suspender 
el orden constitucional. En tales circunstancias, 
la Comisión resultaba estratégica para respaldar 
institucionalmente medidas autoritarias adopta-
das por el Poder Ejecutivo, proceder motivado, 
en algunos casos, por razones electorales, como 
ocurrió en marzo de 1906, cuando la suspensión 
del orden constitucional posibilitó el triunfo de 
González Víquez en las elecciones de segundo 
grado. A raíz de los abusos a los que se prestaba la 
Comisión Permanente, ya en 1906 un grupo de 

24 Molina 57-58 y 247-249. Las elecciones presidenciales y diputadi-

les se realizaban el primer domingo de diciembre y, las municipa-

les, el segundo.

Salón del antiguo congreso de costa Rica. Zamora, 

Fernando, Álbum	de	vistas	de	Costa	Rica (San 

José, sin editor, 1909), foto 19.

diputados de oposición, entre los cuales figuraba 
Jiménez, propuso abolirla, pero su iniciativa tuvo 
19 votos a favor y 20 en contra en el Congreso. 
En septiembre de 1909, un nuevo grupo de 21 
diputados de oposición, liderados por Jiménez 
–en ese momento presidente del Congreso–, vol-
vió a plantear la supresión de la Comisión. Pese a 
la oposición del presidente de la república salien-
te, González Víquez, el proyecto fue finalmente 
aprobado el 6 de junio de 1910, cuando Jiménez 
había ocupado ya al sillón presidencial.25

De vuelta a la reforma electoral de 1913, debe indi-
carse que, no obstante los avances que supuso, la 
ley resultante mantenía el derecho del Poder Eje-
cutivo a nombrar a los integrantes de las juntas 
electorales, no incorporó el voto secreto, excluía a 
las mujeres del derecho al sufragio (el voto feme-
nino sólo fue aprobado en 1949) y permitía que 
fueran los partidos los que suministraran a los vo-
tantes las papeletas para sufragar. En tales circuns-
tancias, no sorprende que Jiménez mantuviera el 
objetivo de promover una reforma más profunda 
de la legislación electoral y esa oportunidad se le 
presentó en su segunda administración

IV. Hacia el voto secreto

Jiménez logró ascender por segunda vez a la presi-
dencia gracias a prácticas fraudulentas. Tras los 
comicios de diciembre de 1923, ninguno de los 
tres candidatos alcanzó la mayoría absoluta (más 
del 50 por ciento de los votos), necesaria para 
ser declarado ganador. Procedía entonces que el 
Congreso eligiera entre los dos aspirantes con 
más respaldo en las urnas: Jiménez, del Partido 
Republicano, y Alberto Echandi, del Agrícola. Si 
bien este último partido habría tenido una mayo-
ría de representantes en el Congreso, un fraude a 
pequeña escala le arrebató dos plazas diputadiles, 
las cuales fueron adjudicadas al Republicano y al 
Reformista (este último aliado del Republicano). 
De esta forma, Jiménez logró la mayoría legisla-
tiva necesaria para volver a ocupar el sillón presi-
dencial. Con el fin de aplacar la polémica por lo 
sucedido, el nuevo presidente se comprometió a 
reformar la legislación electoral.26

25 Orlando Salazar, “La comisión Permanente y la suspensión del or-

den constitucional”. Revista	de	Ciencias	Jurídicas,	44 (1981):19-48.

26 Molina “Demoperfectocracia…” 270-272.
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Decididos a no dejar que Jiménez se les adelantara 
en el proceso de reforma, los diputados del Par-
tido Agrícola, profundamente disgustados por el 
fraude que les había impedido elevar a Echandi a 
la presidencia, presentaron en 1924 un proyecto 
centrado en la creación de un Consejo Electo-
ral, no adscrito al Poder Ejecutivo. La respuesta 
de Jiménez sorprendió tanto a los diputados de 
oposición como a los del Republicano: en octubre 
del año indicado, envió un proyecto que propo-
nía la creación de un Consejo Nacional Electoral 
–dependiente del Poder Ejecutivo–, el estableci-
miento de un Registro Cívico y la aprobación del 
sufragio secreto y del voto femenino.27

La concesión del voto a las mujeres fue, de todas 
las medidas anteriores, la que más inquietó a los 
distintos partidos, ya que tal modificación, al du-
plicar el tamaño del electorado para los próximos 
comicios presidenciales por efectuarse en febre-
ro de 1928, habría incrementado extraordinaria-
mente los márgenes de incertidumbre. A raíz de 
la iniciativa expuesta, Jiménez podría ser consi-
derado como un defensor del sufragio femenino; 
sin embargo, durante la negociación de la refor-
ma, el presidente demostró estar dispuesto a no 
insistir en ese cambio con tal que los legisladores 
aprobaran el voto secreto.28 En buena parte, el 
éxito de esta estrategia de negociación parece 
haberse basado en el supuesto de que, ante la 
presión a la que serían sometidos por la recién 
fundada Liga Feminista Costarricense (1923),29 
los diputados cederían en lo del voto secreto con 
tal que  Jiménez no insistiera en lo del sufragio 
femenino.

El peso del cálculo electoral en relación con la apro-
bación del voto femenino volvería a manifestar-
se en mayo de 1931. En ese momento, cuando 
Jiménez estaba ya inserto en el proceso que lo 
conduciría a postularse por tercera vez a la presi-

27 Jiménez no justificó la extensión del derecho a votar de las muje-

res ni en su mensaje inaugural, ni en la comunicación que envió al 

congreso el 29 de octubre de 1924, en la cual solicitaba, además, 

que se eliminara la autoridad del presidente para interpretar “los 

pasos oscuros” y las “deficiencias” de la ley electoral. carlos Me-

léndez, Mensajes	presidenciales, V (San José: Academia de Geo-

grafía e Historia, 1985) 141; Diario	de	Costa	Rica, 29 octubre 1924: 

1.

28 Lehoucq y Molina 125-134.

29 Macarena Barahona, Las	sufragistas	de	Costa	Rica (San José: Edi-

torial de la Universidad de costa Rica, 1994) 84-97.

dencia por el Republicano Nacional (un partido 
distinto del Republicano), expresó que creía

…que las mujeres tienen derechos indiscutibles. Ellas son la 

base de las sociedades. Pero también pienso que el darles a ellas 

participación en las luchas electorales, es un poco aventurado. 

Sería introducir en la tranquila vida religiosa de Costa Rica, 

las tempestades de la opinión. Y no creo que la influencia cató-

lica deje de ser primordial en la vida de estos países. Con raras 

excepciones, nuestra mujer no podrá ser nunca libre pensado-

ra. Seguirá sobre todas las cosas la moral religiosa, y en lugar 

de tener un [ilegible: ¿problema?] resuelto, vamos a complicar 

en las cuestiones electorales… Hace poco, don Guillermo Pe-

ters me decía que al dar en Alemania el voto a la mujer, lo que 

se logró fue que los [ilegible: ¿partidos?] católicos adquirieran 

preponderancia, al mismo tiempo que por otro lado lo adqui-

rían los partidos extremistas de la izquierda. Pienso que aquí 

pasaría otro tanto y no hay razones que nos obliguen a estas 

andanzas perturbadoras.�0

Pese a la aprobación en julio de 1925 de una nueva 
ley electoral que incluía el voto secreto y obliga-
ba al presidente –en la medida de lo posible– a 
dar representación a todos los partidos en las 
juntas electorales provinciales, Jiménez quedó 
insatisfecho con el resultado. Una de las razo-
nes de su descontento estribaba en que, pese a 
que había planteado que la presidencia pudiera 
ser alcanzada con un tercio de los votos válidos, 
los diputados mantuvieron la mayoría absoluta, 
por lo que, en caso de que ningún candidato la 
alcanzara, el Congreso decidiría entre los dos 
aspirantes que hubiesen recibido más sufragios. 
Tal disposición sólo fue parcialmente modificada 
en mayo de 1926, cuando el Congreso estableció 
que si ningún candidato alcanzaba esa mayoría, 
se efectuaría una nueva elección popular entre los 
dos aspirantes con más votos.31 De esta forma, se 
reforzó, una vez más, la posición del electorado 
frente a los partidos.

Con su característico estilo, Jiménez justificó, en 
marzo de 1927, el envío de un nuevo proyecto 
para reformar la ley recién aprobada en julio de 
1925, al señalar que “…nadie podía esperar” que 

30 Diario	de	Costa	Rica, 29 mayo 1931: 1.

31 Lehoucq y Molina 122-123 y 139-141. Véase además: Fabrice Le-

houcq, “costa Rica: Modifying Majoritarianism with 40 per cent 

Threshold”. Eds. Josep colomer y Bernard Grofman. Handbook	of	

Electoral	System	Choice	(New York: Palgrave, 2004): 137-140.
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la modificación de la legislación electoral hubiese 
estado “…acabada, como salió armada y perfecta 
de la cabeza de Júpiter la diosa Minerva”.32 El 
jefe del Poder Ejecutivo estaba particularmente 
preocupado por tres cuestiones: las juntas recep-
toras de votos podían aún incluir o excluir vo-
tantes en el último momento; las identificaciones 
personales de los ciudadanos no incorporaban las 
firmas ni las fotos de sus titulares; y los partidos 
mantenían el derecho de suministrar las papele-
tas a los votantes, con lo cual el sufragio secreto 
resultaba ineficaz. 33

La lucha en torno a estos tres puntos fue particu-
larmente intensa, al punto que como lo decla-
ró el periódico La Tribuna en junio de 1927, 
la modificación de la legislación electoral tenía 
“…medio locos a los diputados”.34 Una de las ra-
zones de tal intensidad fue que, a diferencia de la 
reforma de 1913, la de 1925-1927 fue decisiva-
mente jugada en la esfera pública, dada la cam-
paña sistemática que Jiménez hizo en la prensa 
a favor de la reforma.35 Pese a la resistencia de 
los diputados, Jiménez logró que se eliminara 
la atribución que tenían las juntas receptoras 
de votos para incluir y excluir votantes y que se 
aprobara que, en adelante, fuera la Secretaría de 
Gobernación la que suministrara las papeletas a 
los ciudadanos (un cambio que fortaleció la po-
sición del Poder Ejecutivo frente a los partidos). 
En contraste, los diputados se opusieron tenaz-
mente a la identificación fotográfica. Frente a la 
excusa de que se requeriría mucho tiempo para 
el proceso de fotografiar a todos los votantes, el 
presidente contestó que el asunto se reducía a to-
mar una fotografía de los ciudadanos, “…no se 
trata de hacer retratos al óleo [de cada uno] para 
adornar las galerías del Museo de Louvre o del 
Prado…” Y ante la justificación de que elaborar 
identificaciones resultaría muy costoso para el 
fisco, Jiménez respondió que el costo total ascen-
dería apenas a 23.190 colones (menos de 6.000 
dólares).36 Pese a sus esfuerzos, la identificación 
fotográfica fue pospuesta.

32 Diario	de	Costa	Rica, 6 marzo 1927: 9.

33 Lehoucq y Molina 142-144.

34 La	Tribuna, 15 junio 1927: 3; Lehoucq y Molina 147.

35 Lehoucq y Molina 85 y 154.

36 La	Tribuna, 10 marzo 1927: 1; 26 julio 1927: 1; Lehoucq y Molina 

144-152.

En su conjunto, la reforma de los años 1925-1927 
reforzó la posición del electorado frente a los par-
tidos, pero dejó varios asuntos pendientes y falló 
en resolver otros. Ante todo, mantuvo la exclusión 
electoral de las mujeres y, pese a la creación del 
Consejo Nacional Electoral y del Registro Cívico, 
no independizó la organización y administración 
de los comicios del Poder Ejecutivo. Por tanto, 
no sorprende que el Registro fuera errático en su 
manejo del padrón electoral,37 y que en 1930 y 
en 1938 los presidentes Cleto González Víquez 
y León Cortés, respectivamente, utilizaran su 
autoridad para imponer su criterio contra deci-
siones tomadas por el Consejo y favorecer a sus 
propios partidos.38 Por otra parte, la posposición 
de la identificación con fotografía como requisi-
to para poder votar perpetuó una situación que 
favorecía las prácticas fraudulentas.

Pese a los problemas indicados, la reforma de 1925-
1927 modificó decisivamente la competencia 
electoral, ya que, a partir de los comicios de 
1928, los partidos ya no podían controlar por 
cuál organización sufragaban los ciudadanos y 
cuál era el curso de la votación. Al incrementar 
extraordinariamente el margen de incertidum-
bre, el nuevo entramado institucional, produc-
to de la reforma, demostró no ser propicio para 
partidos como el Republicano y el Reformista, 
entre otros. Por tal razón, buena parte de las di-
rigencias políticas mantuvieron la expectativa de 
retornar al voto público y, durante las décadas de 
1930 y 1940, intentaron varias veces derogar el 
sufragio secreto; pero sin éxito. Jiménez siempre 
se opuso a esa derogatoria, y después de 1931, el 
Partido Comunista se convirtió en un destacado 
defensor del voto secreto.39

V. Las reformas de las décadas de 1930 y 
1940

En vista de los agudizados problemas económicos 
y sociales que caracterizaron su tercer período, 
Jiménez no emprendió otras iniciativas para re-
formar la legislación electoral, aunque apoyó el 

37 Molina “Demoperfectocracia…” 130-146.

38 Lehoucq y Molina 175-176.

39 Diario	de	Costa	Rica, 29 mayo 1931:1; ídem, 1 septiembre 1933: 1 

y 8; La	Prensa	Libre, 15 agosto 1933: 4; Trabajo, 13 agosto 1933: 

1-2; ídem, 22 septiembre 1945: 1; ídem, 29 septiembre 1945: 1.
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Si bien es necesario investigar más a fondo la po-
sición de Jiménez, la evidencia conocida sugiere 
que una razón por la cual no se habría identifi-
cado con el voto obligatorio, fue porque tal me-
dida volvía a reforzar la posición de los partidos 
y de las autoridades frente al electorado. De ser 
correcta, esta presunción explicaría que la apro-
bación de la obligatoriedad se diera a inicios 
de la administración de Cortés, en 1936, y que 
fuera acompañada por medidas para sancionar 
efectivamente a quienes se abstenían de votar. El 
impacto del sufragio obligatorio pronto fue visi-
ble: la asistencia a las urnas, en los comicios de 
medio período verificados entre 1915 y 1934, fue 
de apenas 43,4 por ciento; en los realizados entre 
1938 y 1946, ascendió a 69,1 por ciento.43

Aunque por el momento se desconoce si Jiménez 
asumió alguna posición pública en contra de la 
aprobación del voto obligatorio en 1936, en la dé-
cada de 1940 sí se pronunció contra dos reformas 
electorales impulsadas por el gobierno de Ra-
fael Ángel Calderón Guardia (1940-1944). La 
primera fue una reforma aprobada en junio de 
1941, que redujo a tres el número de regidores de 
todas las municipalidades. Tal modificación iba 
dirigida directamente contra el Partido Comu-
nista, ya que al disminuir el número de plazas en 
juego en los municipios principales, aumentaban 
considerablemente los cocientes, por lo que a los 
comunistas se les dificultaba ganar asientos en 
esas municipalidades. Posteriormente, y debido a 
la presión comunista y de otros grupos, la refor-
ma fue derogada en agosto de 1943.44 En junio 
de 1941, Jiménez expresó:

…la oposición, es decir, la minoría, que ahora se hecha [sic] 

de los municipios, mañana se echará del congreso y quedarán 

reducidos los que no sean del partido de los que mandan, los 

que no digan que sí a todo a la condición en que gimen los que 

no son arios en los países que dominan las botas de la soldade-

sca nazi. El ayuntamiento en la colonia, el cabildo abierto, el 

concejo municipal, fueron las pequeñas cámaras del pueblo a 

través de la historia de la república y su actuación fue fecunda 

de costa Rica en la década de 1930: el caso de los comicios de 

1934”. Historia	y	Política.	Ideas,	Procesos	y	Movimientos	Sociales, 

13 (2005): 188-198.

43 Molina “Demoperfectocracia…” 260-264.

44 Iván Molina Jiménez, Los	pasados	de	la	memoria.	El	origen	de	la	

reforma	social	en	la	Costa	Rica	de	la	década	de	1940 (en prensa), 

cap. 13; Trabajo, 7 junio 1941: 1.

esfuerzo del Congreso por reducir el umbral ne-
cesario para alcanzar la presidencia. Tal asunto 
adquirió particular relevancia tras la campaña 
electoral de 1931-1932: dado que ninguno de los 
candidatos logró la mayoría absoluta, se imponía 
una segunda elección entre los dos aspirantes que 
habían capturado más votos: Jiménez y Manuel 
Castro Quesada. Este último, sin embargo, optó 
por intentar un golpe de Estado, conocido como 
“El Bellavistazo” que resultó fallido.40 Al final, la 
reforma fue promulgada en junio de 1936, a ini-
cios de la administración de León Cortés (1936-
1940), cuando se estableció que en los comicios 
presidenciales ganaría el candidato con más vo-
tos, siempre que estos fueran superiores al 40 por 
ciento de los sufragios emitidos. La tardanza en 
la tramitación obedeció, en mucho, a que Jimé-
nez deseaba que el umbral para ganar la presi-
dencia se fijara en 33 o 35 por ciento.41 

Por otra parte, Jiménez se mantuvo al margen de 
las propuestas para aprobar el sufragio femenino 
y el voto obligatorio. El interés en este último 
asunto se derivó de lo siguiente. Puesto que en 
los comicios de medio período y en los munici-
pales la asistencia a las urnas era mucho más baja, 
tal disminución facilitaba a los partidos minori-
tarios o locales ganar asientos en el Congreso o 
en las municipalidades. La razón de tal particu-
laridad obedecía a que muchos de esos comicios 
debían resolverse por el método proporcional: si 
eran tres o más las plazas en juego, se dividía el 
total de votos válidos entre los puestos en dispu-
ta para obtener un cociente, y los escaños eran 
adjudicados a los partidos que alcanzaban ese 
cociente. Al ser inferior la votación, los cocientes 
eran menores y más fáciles de lograr. De tal di-
námica pronto se benefició el Partido Comunista 
que, en 1932, ganó sus primeros asientos en la 
municipalidad de San José (la principal del país) 
y, en 1934, en el Congreso.42

40 Eduardo Oconitrillo, El	Bellavistazo (San José: Editorial costa Rica, 

1989).

41 clotilde Obregón, El	proceso	electoral	y	el	Poder	Ejecutivo	en	Cos-

ta	Rica	1808-1998 (San José: Editorial de la Universidad de costa 

Rica, 2000) 307-309. Lehoucq, erróneamente, le atribuye a Ji-

ménez haber promulgado esa reforma electoral. Lehoucq, “costa 

Rica: Modifying …” 140-142.

42 Iván Molina Jiménez, “De la ilegalización a la inserción política. El 

Partido comunista de costa Rica y la elección municipal de 1932”. 

Revista	de	El	Colegio	de	San	Luis.	Vetas, V: 15 (septiembre-diciem-

bre, 2003): 96-104; ídem, “La participación del Partido comunista 
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y patriótica casi siempre… el progreso de ciudades, villas y 

pueblos debe mucho a través de los años a la actuación de las 

municipalidades en que se sumaban a los del partido los apor-

tes de las minorías.45

El segundo proyecto calderonista contra el cual Ji-
ménez se pronunció fue el presentado al Con-
greso en mayo de 1943, con el fin de que fuese 
el Consejo Nacional Electoral y las juntas elec-
torales provinciales, las que realizaran el escruti-
nio de los sufragios. Esta propuesta, además de 
reducir las funciones de las juntas receptoras de 
votos, también proponía que cualquier persona 
identificada con los países con que Costa Rica 
estaba en guerra en esa época –Alemania, Ita-
lia y Japón– perdería su ciudadanía. Tal medida 
parecía ir dirigida directamente contra el líder 
de la oposición, León Cortés, a quien se consi-
deraba simpatizante del nazismo y el fascismo.46 
La oposición de Jiménez, junto con la de otros 
miles de costarricenses, contribuyó a la derrota 
del proyecto indicado.47

Epílogo

Fallecido el 4 de enero de 1945, Jiménez no fue 
testigo de la aprobación del Código Electoral de 
1946, que independizó casi completamente las 
prácticas electorales del Poder Ejecutivo y uni-
versalizó la identificación con fotografía.48 Tam-
poco alcanzó a ver la conversión del Tribunal 
Nacional Electoral, establecido en dicho Código, 
en el Tribunal Supremo de Elecciones, dispuesto 
por la Constitución de 1949 que, además, aprobó 
el voto femenino y extendió la ciudadanía a los 
costarricenses de origen afrocaribeño, mayorita-
riamente asentados en la provincia de Limón.49 Y 

45 La	Tribuna, 7 junio 1941: 2. Jiménez advirtió, además, que el con-

trol de las municipalidades por el partido en el poder se había 

prestado en el pasado para impulsar una reelección presidencial; 

aunque no la identificó, se refería a la de Rafael Iglesias, en 1897. 

Tal señalamiento tenía por trasfondo los rumores de que calderón 

Guardia deseaba reelegirse o extender su período presidencial.

46 Molina Jiménez “Los pasados de…” cap. 2.

47 La	 Hora, 12 mayo 1943: 1; Eugenio Rodríguez, Los	 días	 de	 don	

Ricardo (San José: Editorial costa Rica, 1971) 164-166.

48 Lehoucq y Molina 197-210. El código establecía que cada poder de 

la república designaría a uno de los tres integrantes del Tribunal y 

a sus suplentes.

49 Fabrice Lehoucq, Lucha	electoral	y	sistema	político	en	Costa	Rica	

1948-1998 (San José: Editorial Porvenir, 1997) 13-21; Eugenia Ro-

dríguez Sáenz, Dotar	de	voto	politico	a	la	mujer.	¿Por	qué	no	se	

aprobó	el	sufragio	femenino	en	Costa	Rica	hasta	1949? (San José: 

finalmente, la muerte le evitó presenciar uno de 
los períodos de persecución política más intensos 
de la historia costarricense: el desatado por los 
vencedores en la guerra civil de 1948 contra sus 
adversarios.50

Aunque se ha sugerido que la reforma de la legis-
lación electoral pudo haber sido utilizada por Ji-
ménez para forjar su capital político,51 sólo una 
investigación posterior podrá aclarar debida-
mente este punto. Por ahora, es claro que, como 
reformador electoral, el papel de Jiménez fue 
fundamental para fortalecer el desarrollo de una 
democracia electoral en Costa Rica. Aquí cabe 
destacar no sólo que fue él quien tomó la inicia-
tiva de impulsar esas reformas, sino que lo hizo, 
con frecuencia, en contra de los deseos de im-
portantes grupos diputados de su propio partido. 
Además, Jiménez destacó porque, a diferencia de 
otros políticos de la época preocupados por for-
talecer la posición de sus organizaciones frente 
al Poder Ejecutivo, tuvo un interés permanen-
te en reforzar la posición del electorado frente 
a los partidos. De hecho, se valió del interés de 
los partidos por reformar a su favor la legislación 
electoral para, en el marco de ese proceso, forta-
lecer los derechos de la ciudadanía.
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